
LEY DE SEGUNDA OPORTUNIDAD
¿Qué es la Ley de Segunda Oportunidad?

La ley pretende  que una persona física, consumidor, autónomo
pueda  recuperarse  de   un  fracaso  económico  empresarial  o
personal y tenga la posibilidad de comenzar nuevamente su vida
sin tener que cargar indefinidamente con una deuda que nunca
podrá pagar. Tiene por tanto el propósito de articular un
mecanismo de «perdón de deudas» a deudores de «buena fe».
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¿Quién puede acogerse a ella?

Esencialmente esta pensada para ciudadanos particulares y para
profesionales por cuenta propia (autónomos). Las empresas ya
contaban con un mecanismo legal establecido para pedir la
exoneración de sus deudas.

¿Hay deudas excluidas?

La ley establece dos excepciones : «los créditos de derecho
público  y  los  créditos  por  alimentos».  Es  decir  que  las
deudas   contraídas  por  ejemplo  con  la  Hacienda  Pública  o
Seguridad Social no entran en esta ley. Tampoco entran las
pensiones alimenticias en caso de divorcio.

¿Las deudas hipotecarias?

En las deudas hipotecarias la parte de la hipoteca que no
quede cubierta con la entrega del inmueble (que se supone
parte de la garantía hipotecaria) podrá quedar exonerada. No
consiste en una dación de pago pero es un primera paso (tenue)
en esa dirección.

¿Cúal es el primer paso?

El deudor deberá intentar alcanzar un acuerdo extrajudicial
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con sus acreedores en un proceso tutelado por el juez. En este
acuerdo, el deudor podrá liquidar sus bienes para cubrir las
deudas que pueda pagar y/o pactar un calendario de pagos para
hacer frente a dichas deudas.

¿Qué  requisitos  hay  que  cumplir  para  que  el  acuerdo  sea
válido?

La ley impone :

-Que el deudor compense a sus acreedores con la cesión de los
bienes  no  necesarios  para  el  ejercicio  de  su  actividad
profesional o con acciones de su propia compañía. En ambos
casos, el valor de los bienes o las acciones deberá ser igual
o inferior a la cantidad adeudada.

-Que el deudor actúe de buena fe.

¿Qué entiende por buena fe la ley?

1.º .- Que el concurso no haya sido declarado culpable.

2.º .- No haber sido condenado en sentencia firme por delitos
contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, falsedad
documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o
contra  los  derechos  de  los  trabajadores  en  los  10  años
anteriores a la declaración de concurso.

Si existiera un proceso penal pendiente, el juez del concurso
deberá suspender su decisión respecto a la exoneración del
pasivo hasta que exista sentencia penal firme.

3.º.- Que se haya celebrado o, al menos, intentado celebrar un
acuerdo extrajudicial de pagos siempre que:
En  el  caso  de  ser  persona  natural:  Que  se  encuentre  en
situación de insolvencia o que prevea que no podrá cumplir
regularmente con sus obligaciones, siempre que la estimación
inicial del pasivo no supere los cinco millones de euros.
En el caso de personas jurídicas: Que se encuentren en estado
de insolvencia o declaradas en concurso, y que dispongan de



activos suficientes para satisfacer los gastos propios del
acuerdo.

4.º Que se hayan satisfecho en su integridad los créditos
contra  la  masa  (salarios  pendientes,  costas  y  gastos
judiciales,  de  alimentos…)  y  los  créditos  concursales
privilegiados  y,  si  no  hubiera  intentado  un  acuerdo
extrajudicial de pagos previo, al menos, el 25 por ciento del
importe de los créditos concursales ordinarios.

5.º Que si no se satisfacen en su integridad los créditos
contra la masa y los créditos concursales privilegiados el
deudor deberá:

a.- Someterse a un plan de pagos de cinco años.

b.-  No  incumplir  las  obligaciones  de  colaboración  con  el
juzgado y la administración concursal.

c.-  No  haber  obtenido  este  beneficio  dentro  de  los  diez
últimos años.

d.- No rechazar dentro de los cuatro años anteriores a la
declaración de concurso, una oferta de empleo adecuada a su
capacidad.

e.- Aceptar de forma expresa, en la solicitud de exoneración
de pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se
hará  constar  en  la  sección  especial  del  Registro  Público
Concursal con posibilidad de acceso público, por un plazo de
cinco años.

¿Hay alguna figura mediadora?

Si, al ser un proceso tutelado por un juez, se puede solicitar
la intervención de un mediador concursal que realiza la figura
de interlocutor reconocido por las partes (deudor/acreedores).
Si pasados dos meses no hay acuerdo, el deudor y el mediador
concursal podrán solicitar ante el juez el concurso voluntario
de acreedores.



¿Qué hay que hacer para acogerse a esta Ley?

A través de un abogado y procurador, se debe presentar la
solicitud ante el juez que haya conocido el previo concurso de
acreedores. Y previamente a todo ello haber intentado, al
menos, un acuerdo extrajudicial de pago con los acreedores.
 La solicitud del beneficio debe ir acompañado, según los
casos, de una propuesta de Plan de Pagos, cuya duración es
cinco años y al que el deudor se debe someter.

¿Las deudas desaparecen para siempre?

No exactamente. Cualquier acreedor podrá pedir al juez la
revocación de la exoneración de deudas si, en los cinco años
posteriores a la admisión de la ‘segunda oportunidad’, el
acreedor entiende que su deudor ha obrado de mala fe o ha
obtenido ingresos en negro (mediante economía sumergida). En
principio, la ley otorgaba a los acreedores un plazo de cinco
años para descubrir estas ‘trampas’ por parte del deudor; sin
embargo, el texto final le concede un plazo ilimitado para
hacerlo. Si el acreedor pide la revocación de la exoneración
de deudas y el juez la acepta, el emprendedor dejará de estar
sometido a esta ley y volverá a contraer sus deudas.

¿Aparecerá el deudor en algún tipo  ‘lista de morosos’?

Según el texto oficial, «la obtención de este beneficio se
hará  constar  en  la  sección  especial  del  Registro  Público
Concursal por un plazo de cinco años».

¿Quien podrá consultar dicho registro?

Según la ley : «las personas que tengan interés legítimo en
averiguar  la  situación  del  deudor  (…),  así  como  las
Administraciones  Públicas  y  órganos  jurisdiccionales
habilitados legalmente para recabar la información necesaria
para  el  ejercicio  de  sus  funciones».  Es  decir,
administraciones públicas, entidades de crédito o gestión de
riesgo de todo tipo y clientes o proveedores (en caso de un



autónomo).


